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Violencia y toma de decisiones políticas en Argentina y 
México de la postindependencia

Silke Hensel / Stephan Ruderer

La violencia tuvo un papel fundamental en la época de la postindependencia en 

América Latina. Sin embargo, no se usó siempre en pos de los intereses personales 

de los caudillos: muchas veces se acudía a la violencia para defender la Constitu-

ción o instituciones formales. En México, los pronunciamientos, con su amenaza de 

violencia, se constituyeron como una instancia informal, pero aceptada, para influir 

en las decisiones políticas, que se legitimó como expresión de la voluntad general. 

En Argentina, en cambio, la violencia se integró en instituciones y pactos formales y 

se legitimó cuando estos pactos y reglas formales se habían roto.

La independencia puso fin a la estabilidad del orden político monár-
quico de casi tres siglos. Por lo general, la época de la postindependencia 
en América Latina se considera un tiempo que se caracteriza por la 
anarquía y la violencia. Los actores políticos de las nuevas entidades 
territoriales que surgieron del Imperio español se vieron enfrentados 
con la cuestión fundamental de cómo construir un cuerpo político 
nuevo. Los debates contemporáneos reflejaron las diferentes posturas 
que había ante este problema. Las controversias no solo versaban sobre 
las entidades territoriales, que no acababan de consolidarse como comu-
nidades políticas, o sobre la definición de quiénes pertenecían a ellas. El 
futuro sistema político –¿una monarquía o una república?, y en caso de 
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ser una república, ¿federal o centralista?, ¿con un presidente fuerte o un 
Poder Legislativo fuerte?–, así como la cuestión de la legitimidad en la 
toma de decisiones, estaba en disputa. Detrás de estos interrogantes se 
acumulaban los problemas, por ejemplo –por mencionar uno de los 
principales en aquel entonces–, el de si una república debiera ser federa-
lista o centralista1. Las constituciones escritas se convirtieron en un 
instrumento fundamental para dar solución a esos problemas, aunque 
no llegaron a ser proclamadas en todas las regiones. México y el Río de 
la Plata (región que en adelante denominaremos Argentina, aunque 
como nación todavía no existía) constituyen dos casos opuestos. Mien-
tras en una región la primera Constitución escrita había estado en vigor 
desde 1812, en la otra pasó un largo periodo sin que se aprobara una ley 
fundamental para todo el territorio (aunque sí existían constituciones 
provinciales) (Portillo Valdés).

La época de transición a un orden político nuevo se alargó por varias 
décadas y en ese tiempo confuso, la violencia –o la amenaza de ella– 
ocupó un lugar prominente en las disputas políticas. Esto, por un lado, 
era consecuencia de la transformación violenta del viejo orden y de la 
politización correspondiente de las fuerzas militares. Por el otro, todavía 
estaban en ciernes instituciones nuevas dotadas de facultades de toma de 
decisión . Es decir, no había procedimientos establecidos y aceptados 
por la mayoría de los actores políticos para tomar decisiones políticas 
que repercutían en la sociedad entera. El problema era que el propio 
establecimiento de tales instituciones requería que se tomaran decisiones 
previas. En tal situación de ausencia de un poder central y de procedi-
mientos legítimos, la violencia física llegó a considerarse un recurso 
importante (Adelman). 

La explicación de la violencia recurrente en el siglo XIX en América 
Latina suele ligarse a la supuesta falta de instituciones estatales y a la 
dominación de índole carismática weberiana. Así, reconoce en la figura 
del caudillo un representante de ese tipo (Lynch). Según la historiografía 
tradicional, los caudillos llenaron por medio del uso de la violencia el 
«vacío institucional» que había quedado tras el derrumbe del Imperio 
español y aprovecharon su poder para promover sus intereses personales, 
sin el afán de erigir instituciones políticas. La violencia era expresión y 
símbolo de su poder y, al mismo tiempo, de la supuesta anarquía reinan-
te en América Latina. 

1. Para un tratamiento actual del debate historiográfico sobre la independencia, v., a modo 
de ejemplo, González Bernaldo de Quiróz.
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Desde hace algunos años, la historiografía ha cuestionado esta interpre-
tación de los caudillos como líderes violentos, obstáculos para la cons-
trucción del Estado que solo persiguieron sus propios intereses 
personales sin tener convicciones políticas. Bien por el contrario, muchas 
investigaciones, también para el nivel local, han mostrado que los caudi-
llos tenían un interés fundamental en crear instituciones, leyes y códigos 
que los ayudaban a gobernar sus provincias y estados, pero además 
desempeñaban un papel importante en la construcción de los Estados 
nacionales. Es decir, no solo actuaban para promover sus intereses, sino 
que también tenían que ofrecer algo a cambio a sus seguidores (v. Sobre-
villa Perea), es decir, contribuían a construir una comunidad política. 
Lejos de basar su poder exclusivamente en su carisma y en la violencia, 
los caudillos se convirtieron, en muchos casos, en los actores que imple-
mentaban las reglas e instituciones de las nuevas repúblicas y que sabían 
adaptarse a la legitimación republicana del poder. En este sentido, existe 
ahora creciente consenso en la historiografía de que ya no hay que ver las 
décadas posteriores a 1810 solo como un periodo de inestabilidad y 
violencia, sino que es preciso profundizar en el estudio sobre sus actores 
y procesos, a fin de entender mejor el aporte de esa etapa a la formación 
de los Estados nacionales2. En este contexto, también se reconsidera el 
papel de la violencia y el impacto que tuvo en los procesos de toma de 
decisiones políticas. Además, se hace hincapié en la importancia de las 
instituciones políticas existentes antes de la independencia, tales como 
los cabildos o ayuntamientos y las diputaciones provinciales, así como en 
las instituciones nuevas, como las asambleas constituyentes o los parla-
mentos (Ortiz Escamilla/Serrano Ortega; Sordo Cerdeño).

Dentro de este marco, nos proponemos revisar a continuación la mane-
ra en que la violencia se integró en los procesos de toma de decisiones 
políticas que se estaban desarrollando en las décadas posteriores a la 
independencia. Creemos que es necesario ir más allá de la dicotomía 
existente entre, por un lado, la violencia y el caos, y por el otro, la for-
mación del Estado y la institucionalización. Es decir que hay que trabajar 
sobre la confluencia de actos y procesos formales e informales en la for-
mación del Estado. Asimismo, consideramos indispensable analizar la 
relación entre los actores que usaban la violencia y las instituciones que 
formalmente sirvieron para tomar decisiones. Planteamos la tesis de 
que en los procesos para llegar a decisiones políticas, la violencia no siem-
pre constituía un recurso que se percibía como ilegítimo ni contrario a la 

2. Para la discusión sobre el papel de los caudillos, v. Goldman/Salvatore; Lafforgue; Ayrolo/
Míguez. 
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institucionalización de la vida política de los Estados poscoloniales. 
Tampoco se la empleaba siempre con el fin de obtener o mantener una 
posición de poder personal, ni para imponer decisiones autoritarias. El 
uso de la violencia y su legitimación tomaron diferentes caminos en 
Argentina y en México. 

Marco teórico

Partimos de un enfoque teórico que revisa el proceso de la toma de deci-
siones políticas. Ello significa que no se centra en el contenido de las 
decisiones, sino en la manera en que estas se toman. Es decir, no entende-
mos el concepto de decisión aquí por el resultado, sino por la actuación 
social que esta implica, que puede ser larga y compleja. Este enfoque se 
relaciona con conceptos sobre el poder, ya que es precisamente allí 
donde el poder se manifiesta: en la toma de decisiones. Determinar la 
necesidad de tomar una decisión, tomarla, implementarla y, finalmente, 
legitimarla siempre depende de las relaciones de poder existentes entre 
los actores involucrados. Todas las definiciones del poder destacan su 
capacidad de llevar a otros (y no necesariamente forzarlos) a aceptar 
las decisiones tomadas por él. Lo anterior significa que el proceso de 
toma de decisiones políticas no puede analizarse sin tener en cuenta 
las relaciones de poder. En palabras del filólogo Jan Philipp Reemtsma: 
«Lo que en el análisis no puede representarse como situación de toma de 
decisión, no se debería llamar ‘poder’, ni siquiera en la modernidad» 
(2008, p. 166).

Al definir el concepto de poder, muchos teóricos se refieren a la capaci-
dad de hacer que un grupo específico obedezca al que lo ejerce. Es decir, 
se vincula de modo estrecho el poder con la fuerza y, a fin de cuentas, 
con la violencia. Contra esto, Hannah Arendt distingue entre el poder y 
la violencia y niega rotundamente que el primero se base en la segunda. 
Para Arendt, el poder necesita la adhesión voluntaria a las decisiones del 
«poderoso» por parte de un grupo. En cambio, la violencia puede des-
truir el poder y se usa muchas veces cuando este está amenazado, pero 
nunca lleva a su construcción (2005, p. 73). El filósofo Byung-Chul 
Han explica este punto en detalle: concibe el poder como un medio de 
comunicación que genera espacio. El poder se encarga de que la comu-
nicación fluya en una dirección determinada. De esta manera provoca 
que los que están sometidos a él actúen de manera voluntaria de acuerdo 
con la decisión tomada por él. En este caso, cuando ellos hacen por 
voluntad propia lo que el poder les sugiere, este muestra un grado alto 
de intermediación y llega a su auge. Han postula que la violencia puede 
llevar a una posición de poder, pero «esta posición no se basa en ella» 
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(2005, p. 100). Esta idea la retoma Reemtsma, quien concibe el poder 
como la fuerza que tiene la capacidad de gratificar en caso de obediencia 
y de sancionar en caso de su falta (2008, p. 147). Reemtsma sigue la 
línea de Arendt cuando ella menciona que la violencia no puede consti-
tuir una relación de poder, ya que esta requiere de la adhesión volunta-
ria. Sin embargo, reconoce que es posible mantenerse en el poder 
mediante amenazas y violencia y que el poder puede funcionar como 
poder de sanción. En sus palabras: «El poder no se basa en la violencia. 
Al poder se puede llegar con o sin violencia. Por un lapso corto, el poder 
puede mantenerse sin violencia o solo con violencia; a largo plazo, el 
poder se mantiene si no requiere únicamente de la violencia, pero tiene 
la capacidad de usarla» (ibíd., p. 152). 

En otras palabras, la violencia no sostiene el poder a largo plazo. El 
poder duradero necesita la adhesión voluntaria de los súbditos y necesi-
ta la legitimación, y para eso, en el Estado de derecho moderno, existe 
la posibilidad de acudir a las instancias formales de toma de decisión, 
como las elecciones, las leyes, los parlamentos, pero también del discur-
so público. Ahora bien, en una situación de poder inestable, donde esas 
instancias formales todavía no existen o están en proceso de formación, 
como era el caso de América Latina después de la independencia, cabe 
preguntarse por el papel de la violencia en los procesos mencionados. 
Este problema en torno de la relación compleja entre la violencia, el 
poder y las vías formales de toma de decisiones políticas nos resulta muy 
relevante también con vistas a una mejor comprensión del papel de los 
caudillos en Argentina y de los numerosos pronunciamientos en México 
en la etapa de la postindependencia.

México

El fin del orden imperial en México puede describirse como el resul-
tado de procesos de toma de decisiones que ya no se consideraban legí-
timos. En el debate público de las primeras décadas del siglo XIX, aun 
antes de la independencia, se ventilaron críticas severas en torno de la 
supuestamente incompleta y errónea información del gobierno central 
respecto a los asuntos locales. Esto estaba vinculado de manera estrecha 
a la idea emergente de la nación como portadora de la soberanía. Se 
exigía que las decisiones sobre los asuntos locales fueran tomadas por los 
actores colectivos –como, por ejemplo, las corporaciones de los pueblos– 
o individuales que tenían que vivir con las consecuencias (Hensel, 
pp. 212-213). En otras palabras, la demanda por la descentralización del 
poder formaba parte de las disputas políticas. Los interrogantes de a qué 
instituciones correspondía la competencia de tomar decisiones para la 
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comunidad local y de qué manera esto debía suceder no estaban estable-
cidos con claridad, sino que formaban parte de lo que se tenía que 
negociar. Esto es, no existía un espacio de poder con alto grado de inter-
mediación, por el cual aquellos sometidos a él seguían de manera volun-
taria a los gobernantes bajo un orden establecido. En este tipo de 
situaciones la violencia se empleaba con frecuencia, ya que era un recur-
so al que muchos actores sociales tenían acceso (Popitz). Esto ocurría 
aún más después de la larga guerra civil, que había dejado una amplia 
distribución de armas en todo el país y había llevado a una politización 
de las fuerzas armadas. No eran solo unos cuantos caudillos (que no 
tenían la misma importancia en México que en Argentina) quienes usa-
ban la violencia o amenazaban con usarla en conflictos políticos, sino 
que otros actores sociales también lo hacían. Había, además, muchos 
casos en que se recurría a la violencia para defender la Constitución o 
algún órgano político constitucional. A menudo detrás del conflicto se 
encontraba el problema de cuáles eran las bases para actuar de forma 
colectiva. Esto hizo que la época de la transición del orden colonial al 
nacional, hasta mediados del siglo XIX, se caracterizara por numerosos 
cambios de gobierno, de su forma y de las constituciones, con frecuencia 
acompañados de enfrentamientos violentos. 

Los cambios políticos se introducían muchas veces por medio de un 
pronunciamiento (Vázquez; Fowler 1998 y 2009). Se trataba de un pro-
grama político más o menos elaborado, en el que se formulaban críti-
cas a la situación vigente, seguidas por el planteamiento de exigencias 
para el futuro, casi siempre acompañado de amenazas de violencia. 
Además, la mayoría de los pronunciamientos fueron lanzados por mili-
tares. De hecho, la propia independencia se consiguió por medio de un 
pronunciamiento de este tipo: el Plan de Iguala. En las décadas que 
siguieron, los pronunciamientos formaron parte de la cotidianidad polí-
tica del país3.

El Plan de Iguala, muchas veces atribuido a Agustín de Iturbide –un 
mito propagado por él durante los años del Primer Imperio–, en realidad 
había sido el resultado de negociaciones con Vicente Guerrero. El Plan 
puso fin a 11 años de guerra civil, pero también anticipó una decisión 
fundamental para el futuro de México: la forma de gobierno iba a ser 
una monarquía constitucional. Sin embargo, esta decisión ocasionó un 

3. V. la base de datos «The Pronunciamiento in Independent Mexico, 1821-1876», elaborada 
por el equipo de Wil Fowler, disponible en <https://arts.st-andrews.ac.uk/pronunciamientos/
index.php>. Aunque el trabajo allí presentado es enorme y una gran ayuda para la investiga-
ción, hay que mencionar que la lista de los pronunciamientos no es completa, ya que faltan 
muchos de 1830.
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problema. Después de que los Borbones españoles rechazaran la Corona 
mexicana, el Congreso se vio forzado a designar a Iturbide emperador en 
mayo de 1822. En los meses siguientes, se entablaron numerosos con-
flictos entre el emperador y la Asamblea Constituyente, que llevaron al 
primero a encarcelar a algunos diputados en agosto bajo la sospecha de 
conspiración y, finalmente, a disolver el Congreso en octubre de 1822. 
En su lugar, Iturbide nombró una Junta Instituyente reducida. No obs-
tante, este acto atizó la resistencia en la provincia. Después de la deten-
ción de los diputados ya había habido protestas. Cuando se disolvió el 
Congreso, el comandante de las tropas, Antonio López de Santa Anna, 
se levantó en Veracruz. En su pronunciamiento del 2 de diciembre de 
1822 (Bustamante, pp. 74-75), no solo criticó que Iturbide se hubiera 
opuesto a la voluntad de la nación al disolver el Congreso, sino que 
también exigió que se instituyera la república, algo que se atribuye a la 
influencia de republicanos como Guadalupe Victoria, entre otros, con 
quien Santa Anna estaba en contacto. Cabe señalar que hay autores que 
consideran también republicano a Santa Anna (Ávila). Cuatro días des-
pués, se lanzó otro plan, esta vez suscrito por más personas, en el cual ya 
no se mencionaba el establecimiento de la república, sino que se decla-
raba «independiente, soberana y libre» a la nación mexicana, que «en un 
estado natural, tiene plena facultad para constituirse conforme le parez-
ca que más conviene a su felicidad, por medio del Soberano Congreso 
Constituyente» (Bustamante, pp. 102-103). Es decir, en este texto se le 
atribuía al Congreso Constituyente la facultad de decisión sobre la 
forma de gobierno. No se volvió a mencionar el sistema republicano, 
probablemente para no repetir el error cometido en el Plan de Iguala.

Para combatir a los sublevados, Iturbide envió tropas encabezadas por 
José Antonio Echávarri, quien en febrero de 1823 dio inicio a un cam-
bio decisivo al proclamar el Plan de Casa Mata. No es posible adivinar 
las razones personales que Echávarri habrá tenido para actuar de esa 
forma. Si bien el militar actuó por cuenta propia, es un hecho que gra-
cias a su proceder se pudieron terminar las operaciones militares entre el 
ejército imperial y las tropas de Santa Anna, porque este último se sumó 
al mismo Plan. Lo anterior apoya la tesis de Alfredo Ávila (2004) de que 
ciertas negociaciones entre los rebeldes y Echávarri habían precedido a 
la publicación del Plan de Casa Mata. Asimismo, es un hecho que este 
plan apoyaba órganos constitucionales al reclamar que se constituyera 
un Congreso a escala nacional como garantía de la soberanía y –a escala 
provincial– al transferir a la diputación provincial veracruzana la respon-
sabilidad de administrar la provincia hasta que se llegara a un acuerdo 
nacional. Este último punto hizo que el Plan de Casa Mata tuviera una 
gran acogida en las provincias, que reivindicaban el mismo derecho de 
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decidir de manera autónoma sobre sus asuntos. Aunque el Plan apoyaba 
el Imperio, desencadenó una avalancha de pronunciamientos en favor 
de la república federada y dio el paso decisivo hacia la república federal. 
En las semanas posteriores, Iturbide perdería lo que le quedaba de res-
paldo y terminó abdicando en marzo de 1823. 

El Plan de Casa Mata, además del Plan de Iguala, representó, por así 
decirlo, la madre de todos los pronunciamientos en México. Por esta 
razón vale la pena estudiarlo más en detalle. Si bien se trataba de una 
intromisión política por parte de los militares, no cabe describir a su 
iniciador Echávarri como un caudillo, ni este amenazaba con el uso de 
la violencia a fin de lograr objetivos personales. Intentó, más bien, des-
activar un conflicto militar entre actores en la provincia de Veracruz y el 
centro político del país y, sobre todo, apoyó al órgano del Congreso 
Constituyente, al cual atribuyó la soberanía. El primer artículo del plan 
destacaba: «Siendo inconcuso que la soberanía reside exclusivamente en 
la nación, se instalará el congreso a la mayor posible brevedad» y en el 
artículo quinto repetía: «Los cuerpos que componen este ejército, y los 
que sucesivamente se adhieran a este plan, ratificarán el solemne jura-
mento de sostener a toda costa a la representación nacional y todas sus 
decisiones fundamentales» (Jiménez Codinach, pp. 143-144). Además, 
el Plan de Casa Mata les brindó a las provincias y a sus órganos elegidos 
la posibilidad de aportar sus ideas políticas en torno de la relación con el 
gobierno nacional en la ciudad de México. Esta oportunidad la aprovecha-
ron sobre todo las provincias densamente pobladas del centro y sur del 
país. Puebla, Jalisco, Querétaro, San Luis Potosí, Guanajuato, Michoacán, 
Yucatán y Campeche adhirieron al plan (Benson, p. 54). Además, en los 
meses siguientes, varias provincias se pronunciaron en favor de la repúbli-
ca federada sin esperar que decidiera el Congreso Nacional, y se apartaron 
de esta manera de lo que proponía el Plan de Casa Mata.

Además del impacto político inmediato de la abdicación de Iturbide y 
del establecimiento de una república federal en México, los pronuncia-
mientos tempranos –de los cuales el Plan de Casa Mata era el más 
importante– llevaron a la implementación de un procedimiento infor-
mal, pero duradero, que representaría en las décadas por venir un com-
ponente central en los procesos políticos de toma de decisión. Por medio 
de esos pronunciamientos, se había instalado un camino para impulsar 
las decisiones políticas en la dirección deseada por sus iniciadores. La 
violencia o la amenaza de esta se había convertido en un recurso acepta-
do en la política (Fowler 1998). Sin embargo, ningún pronunciamiento 
influía en la política sin el apoyo suficiente de una parte considerable de 
otros actores políticos (fueran estos colectivos o individuales). De allí 
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venía el empeño de los iniciadores de los pronunciamientos de buscar 
apoyo en otros lados. Normalmente, los planes circulaban con diferente 
alcance territorial en el país. Las ciudades y los pueblos recibían múlti-
ples solicitudes de apoyo a un pronunciamiento. De esta manera, la 
sublevación por medio de un pronunciamiento se convirtió en un pro-
cedimiento informal, pero a la vez institucional, en el sentido de que se 
transformaba en una manera aceptada y duradera de promover decisio-
nes políticas. Lo anterior se reflejaba en ideas contemporáneas acerca de 
la legitimidad de las sublevaciones. Un catecismo político publicado en 
1831, atribuido al liberal José María Luis Mora, decía al explicar el sis-
tema político vigente que, además de las elecciones, las insurrecciones 
eran «órgano de voluntad general». Según Mora, esto no necesariamente 
correspondía a todas las sublevaciones, sino solo a aquellas que contaban 
con el apoyo suficiente del pueblo, es decir, el carácter de «órgano de 
voluntad general» dependía de su legitimidad. No obstante, puesto que 
esto solo podía averiguarse posteriormente, el catecismo advertía que úni-
camente en casos excepcionales debía recurrirse a la insurrección. Proba-
blemente, el catecismo reflejaba la importancia del pronunciamiento 
como una práctica ampliamente extendida en la política, pero pretendía 
frenar su uso. Sin embargo, esto último en México se pasaba por alto. 
En 1832, es decir, solo un año después de que el catecismo viera la luz, 
el número de pronunciamientos llegó a un primer auge con 99 subleva-
ciones de esa índole4.

El gran peso de la violencia –o de la amenaza de ella, dado que muchos 
pronunciamientos no fueron muy violentos– como instrumento en los 
conflictos políticos en el México decimonónico no tuvo primordialmen-
te su origen en las aspiraciones de poder de los caudillos individuales, 
sino más bien en la desintegración del Imperio español y en la consi-
guiente necesidad de diseñar un nuevo orden. La forma de este orden 
era objeto de controversias y, por consiguiente, su aceptación en muchos 
casos no era duradera. En este contexto de disputas sobre la legitimidad 
del orden y de los órganos políticos, la violencia surgió como un instru-
mento importante, pero su uso solo podía abrir un espacio de poder. Sin 
el apoyo de una parte considerable de la población o los órganos repre-
sentativos locales y provinciales, este espacio no se podía convertir en 
poder duradero. Es decir, con los pronunciamientos se institucionalizó 
un proceso de toma de decisiones informal que influyó mucho en la 
formalización del Estado mexicano. Los pronunciamientos muchas 
veces se referían a la forma de gobierno o de la república y apoyaron o 
criticaron los órganos constitucionales, etc. En el discurso político, los 

4. V. base de datos «The Pronunciamiento in Independent Mexico, 1821-1876», cit.
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pronunciamientos se percibían como la expresión de la voluntad gene-
ral. Sin embargo –y lo muestra la historia temprana de la vida nacional 
mexicana, con una larga lista de sublevaciones–, el poder duradero no 
se puede basar únicamente en la violencia.

Argentina

Para el caso de Argentina, queremos exponer nuestras ideas con un 
ejemplo que en la historiografía se considera «un punto de inflexión en 
el desarrollo de las luchas políticas posrevolucionarias» (Fradkin, p. 19). 
Se trata de la insurrección de las tropas bajo el mando de Juan Lavalle 
el 1o de diciembre de 1828 y del fusilamiento del gobernador de la 
provincia de Buenos Aires, Manuel Dorrego. Este hecho desencadenó 
la guerra civil entre unitarios y federales en Argentina, un alzamiento popu-
lar masivo contra el gobierno unitario de Lavalle y, por último, la llega-
da al poder de Juan Manuel de Rosas a finales de 1829.

Después de la presidencia de Bernardino Rivadavia, Dorrego había sido 
elegido gobernador de la provincia de Buenos Aires. En 1828 logró 
establecer la paz con Brasil, que había estado en guerra con Argentina 
por la Provincia Oriental. Mientras las masas populares festejaban el 
acuerdo, las tropas del ejército que regresaban de la guerra encabezadas 
por Lavalle aprovecharon esta –en sus palabras– «paz deshonrosa» para 
derrocar a Dorrego. Después de su fusilamiento sumario, Lavalle se vio 
enfrentado con la resistencia organizada por Estanislao López, goberna-
dor de Santa Fe, y de Juan Manuel de Rosas, comandante de milicias de 
la provincia de Buenos Aires. La base del conflicto político era la pre-
gunta acerca de la forma de la república: centralista o federal. En el nivel 
nacional, López era sin duda la figura más importante en estos aconte-
cimientos cruciales, dado que en Santa Fe se había reunido desde 1828 
la Convención Nacional, que después del golpe de Lavalle se declaró 
gobierno legítimo de Argentina y nombró a López comandante en jefe 
del ejército nacional (Tedeschi). En el transcurso de 1829, los milicianos 
federales de López y Rosas lograron vencer a las tropas de Lavalle. Rosas 
llegó a un acuerdo formal con este último, que estipulaba la garantía de 
la elección de una lista acordada entre Lavalle y Rosas para la represen-
tación provincial. Cuando Rosas se dio cuenta de que Lavalle no pre-
tendía cumplir el acuerdo, declaró nula la elección en la campaña y 
presionó a Buenos Aires para que a finales del año se eligiera una repre-
sentación provincial, que terminó eligiendo a Rosas gobernador de la 
provincia con «facultades extraordinarias». Mientras tanto, López logró 
establecer el Pacto Federal, que se firmó en 1831 entre las provincias del 
Litoral y Buenos Aires y que sirvió, después de la victoria sobre los 
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unitarios, de base contractual para el sistema político de Argentina (pro-
vincias autónomas ligadas entre sí a través del Pacto) para los siguientes 
20 años5. El Pacto Federal, por lo tanto, constituyó el marco formal 
para la toma de decisiones en el nivel interprovincial.

Para entender el papel de la violencia en estos acontecimientos políticos, 
nos referiremos sobre todo a las reacciones de López y Rosas frente al 
golpe de Lavalle, puesto que se observa con claridad la importancia que 
tuvieron los canales formales para recurrir a la violencia. En este sentido, 
la primera reacción de López al golpe de Lavalle es muy esclarecedora. 
En una respuesta a la carta del ministro de gobierno provisorio de Bue-
nos Aires, en que se había anunciado el cambio de mando en esta pro-
vincia, López reprochó a Lavalle que las tropas bajo su mando dieran 
«este escándalo; solo ellas atacaron contra las instituciones peculiares de 
una provincia también contra la autoridad suprema bajo cuyas órdenes 
militaban»; agregaba que Lavalle no tenía el derecho de «invertir así, 
hasta un punto que no es fácil calcular, el orden provisorio en que la 
Républica marchaba a organizarse»6. Al mismo tiempo que acusaba a 
Lavalle de atacar las instituciones formales de la república, se defendía 
contra las voces que lo pintaban como un caudillo autoritario y arbitra-
rio: «La Provincia de Santa Fe en la que el Poder Legislativo y Judicial 
se ejercen con independencia del Ejecutivo está retratada (...) como un 
grupo de esclavos sumisos a la voz de su amo: ella exige satisfacción de 
esta infamia», ya que «la fuerza (...) no da seguridad para difamar así»7. 
Al expresarse de esta manera, López dejaba en claro qué papel le cabía a 
la violencia: no se la podía usar de una manera legítima contra una 
provincia que cumplía con los requisitos formales de una república 
«democrática» (donde existía, por ejemplo, la separación de poderes). 
Sin embargo, en la misma carta López se refería implícitamente a la 
manera en que sí podía emplearse la violencia legítima, ya que en el caso 
de no encontrar la satisfacción requerida por el gobierno de Lavalle, 
«usaría aún del medio que le suministre el artículo 6 del tratado del 25 
de enero de 1822, acordado en el congreso del cuadrilátero», y solo en 
el último caso «se vería forzado a sostener la dignidad de su provincia 
del único modo que le quedara»8. Esta reacción de López llama mucho 
la atención y ayuda a entender su legitimación de la violencia en los 
procesos de toma de decisiones políticas, puesto que él no amenazó con 

5. Para el contexto histórico, v., entre otros: Ternavasio 2009; Fradkin; y Fradkin/Gelman.
6. «Carta de López a José Manuel Díaz Vélez, ministro secretario general del despacho del 
gobierno provisorio de la provincia de Buenos Aires, 30/12/1828» en Leyes y decretos de la 
provincia de Santa Fe. Recopilación oficial tomo I, Santa Fe, 1925, p. 259 (ambas citas).
7. Ibíd., pp. 260-261.
8. Ibíd., pp. 262-263.
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la fuerza militar de su poder, sino que se refirió al artículo de un tratado, 
o sea, a una instancia formal, que servía para reglamentar las decisiones 
políticas entre las provincias, como, por ejemplo, las decisiones sobre la 
ayuda mutua en caso de invasiones, el comercio libre o la facultad de 
convocar a un congreso nacional. El artículo 6 del Tratado del Cuadri-
látero se refería a la posibilidad de declarar la guerra a otra provincia no 
«sin que antes de verificarse un suceso tan funesto se pidan las satisfac-
ciones correspondientes»9. De este modo, López cumplía cabalmente 
con todas las reglas formales antes de verse forzado a usar el «único 
modo que le quedara», o sea, la violencia. Si esta violencia era legítima, 
no dependía del capricho de un caudillo, sino del hecho de que existía 
la posibilidad de recurrir a un contrato legal que la legitimaba. El razo-
namiento de López tenía dos objetivos: le aseguraba la adhesión de sus 
soldados, dispuestos a luchar por una república «democrática» y un 
Estado de derecho formal más que por el capricho de un caudillo. Ade-
más, le aseguraba la adhesión, o por lo menos la neutralidad de los otros 
líderes provinciales, al demostrar que su violencia no era más que una 
respuesta legítima a la violencia no permitida.

El general Lavalle no entendió de la misma manera la importancia de 
establecer instituciones formales para la toma de decisiones políticas, ya 
que incluso después del pacto electoral con Rosas no cumplió con lo 
acordado. Esto provocó la reacción de Rosas, que coincidió con la de 
López, pues a un amigo le escribió sobre el asunto del pacto electoral lo 
siguiente: «Horroriza mi amigo el cuadro que presenta nuestra patria, si 
la fe de los pactos se destruye»10. La justificación para la propia violencia 
quedó clara, ya que «no hay más que combatir nuevamente porque 
[Lavalle] falta a lo más sagrado de los pactos firmados»11. El incumpli-
miento con las instituciones formales tales como los pactos, las leyes o 
las reglas legitimaba el uso de la violencia, que sin esta justificación no 
podía ser empleada de modo legítimo.

De este modo, los dos caudillos más destacados de la época, López y 
Rosas, justificaban su guerra contra los unitarios precisamente por la vio-
lencia ilegítima de Lavalle, dado que sus actos violentos no estaban pre-
vistos por ningún pacto, ninguna ley o institución formales. Al mismo 
tiempo, esta justificación les sirvió para aumentar su poder de decisión de 
manera formalmente correcta. Por un lado, Rosas se hizo elegir con 

9. «Bases sancionadas por los representantes…» en Registro oficial de la provincia de Santa Fe 
tomo I, Santa Fe, 1888, p. 82.
10. «Juan Manuel de Rosas a Félix de Álzaga», 20/7/1829 en Ternavasio 2005, p. 72.
11. «Juan Manuel de Rosas a Estanislao López», 29/7/1829 en Ternavasio 2005, p. 76.
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facultades extraordinarias, lo que aumentó su capacidad de recurrir –de 
manera formalmente correcta– a la violencia para influir en los procesos 
de toma de decisiones. Su justificación contenía los mismos argumentos: 
la necesidad de restaurar las leyes y el orden perdido por la violencia no 
permitida de los unitarios. Por el otro, después de la guerra civil con los 
unitarios, López creó junto con Rosas un marco formal para las relaciones 
interprovinciales a través del Pacto Federal de 1831, lo que –en palabras 
de Marcela Ternavasio– resultó en un «nuevo modo de hacer política»12, 
que entregó un gran poder de negociación a los caudillos, ya que ellos 
solían negociar entre sí y con unos cuantos hombres de su confianza. Lo 
anterior significa que, al mismo tiempo que los caudillos exitosos vieron 
limitadas por reglas e instituciones formales las posibilidades de usar 
la violencia, lograron aumentar su margen de maniobra para emplear la 
violencia formalizada y para tomar decisiones políticas de manera autori-
taria. Para analizar esta situación, puede referirse también a la distinción 
entre poder y violencia hecha por Arendt y descripta al inicio de este 
artículo, puesto que estos caudillos se dieron cuenta de que no bastaba con 
fundar su poder político solo en la violencia y la fuerza militar, sino que 
era indispensable recurrir también a los canales formales (instituciones, 
leyes, pactos) para asegurar la adhesión de sus seguidores. 

Ahora bien, ¿qué significa este análisis para el papel de la violencia en la 
época de la postindependencia en Argentina? Queda claro que la violen-
cia tuvo un papel de peso en el desarrollo histórico de las primeras déca-
das del siglo XIX argentino (Rabinovich). Cabe señalar, sin embargo, 
que para legitimar el uso de la violencia, se requería de un marco y de 
límites institucionales formales, previstos por leyes, pactos o reglas, y que 
su uso se justificaba sobre todo en caso de haberse roto las instituciones 
formales por una violencia «no permitida». Caudillos como López y 
Rosas lograron diferenciarse de esta violencia ilegítima y adaptar el uso 
de la violencia (que por lo demás era recurrente) a los canales formales 
de toma de decisiones políticas del nuevo Estado argentino. Lo hacían 
basándose en las teorías explicadas anteriormente, pues habían entendido 
que para permanecer en el poder necesitaban de la adhesión voluntaria de 
sus seguidores, algo que podía conseguirse a través de las instancias legíti-
mas que cumplían con los requisitos del discurso republicano de la época. 
Además, y siguiendo a Reemtsma, mantenían su poder porque tenían los 
recursos para sancionar la desobediencia (formalmente asegurados, entre 

12. Marcela Ternavasio (2009, p. 182) adjudica este «nuevo modo de hacer política» a Rosas, 
pero teniendo en cuenta que la idea de los pactos interprovinciales es algo que aplica López 
ya en 1820 y que el Pacto Federal se establece bajo su mando, creemos que es más justificado 
ver el origen de esta idea en el santafesino.
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otros, por medio de los pactos interprovinciales de López o las faculta-
des extraordinarias de Rosas), lo que les permitía recurrir a la violencia 
o amenazar con ella. Es en este punto donde nos parece que el enfoque 
en los procesos de toma de decisión, el poder y la violencia brinda un 
mejor entendimiento del papel de los caudillos argentinos: no consti-
tuían un obstáculo a la formación del Estado republicano, bien por el 
contrario, cabe caracterizarlos como representantes hábiles de una época 
de transición, en la que los antiguos usos y costumbres en cuanto a la 
toma de decisiones políticas se encontraban con nuevas reglas, discursos 
e instituciones. Por un lado, a menudo eran los caudillos los que senta-
ban las bases para el proceso de institucionalización política de la repú-
blica argentina, pero por el otro, eran ellos también los que crearon una 
«cultura de toma de decisiones» en la que la violencia ocupaba un lugar 
prominente. Es que a través de la actuación de los caudillos, la violencia 
«formalizada» (legitimada a través de canales formales) se integró de 
hecho en el proceso de formación de la república como un recurso legí-
timo para llegar a decisiones políticas. Esto significa que en los años de 
la Argentina de la postindependencia se estableció la idea de que la vio-
lencia, mientras se basara en instituciones formales, constituía un modo 
legítimo de hacer política, una idea que se mantuvo vigente por lo menos 
hasta finales del siglo XIX.

Conclusiones

Tanto en el caso de México como en el de Argentina, la endémica 
violencia política que caracterizaba la vida nacional temprana tenía sus 
raíces sobre todo en la destrucción del Imperio español y en los proble-
mas subsecuentes para establecer un nuevo orden político con instancias 
formales y no basado solo en los caprichos de unos cuantos caudillos. 
No obstante esta coincidencia, la forma en que la violencia se hizo parte 
de los procesos de toma de decisiones políticas muestra rasgos distintos 
en cada país. Estas diferencias se observan también en la manera de 
legitimar la violencia. En México, las cuestiones mencionadas en torno 
del futuro orden no se resolvían en las instancias establecidas, sino que 
continuamente se entrometían actores sociales desvinculados de las ins-
tancias, pero que tenían un interés en las decisiones políticas. Los con-
flictos demostraron que el poder todavía no tenía un alto grado de 
intermediación y que los sometidos al poder no iban todos en la misma 
dirección, al hacer uso de los derechos que el nuevo orden les había 
otorgado después de la independencia, como el derecho de participar en 
las decisiones políticas. Los pronunciamientos no solo fueron lanzados 
por algunos generales, sino, en muchos lugares, por personas de estratos 
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sociales más modestos. Este modo de interferir en la política e influir en 
las decisiones se entendía como un modo de representar la voluntad 
general del pueblo. Por eso se legitimaba la violencia (o su amenaza), 
aunque a largo plazo el mismo pueblo comprendió cada vez mejor la 
urgencia de construir un orden estable. 

En cambio, en Argentina, la violencia se legitimaba más bien por la ruptu-
ra de pactos formales y en caso de accesos ilegítimos al poder. En este país, 
los caudillos, que adquirieron una importancia mucho mayor que en 
México, intentaron ampliar las instancias establecidas para la toma de 
decisiones políticas (inlcuso para la decisión de usar la violencia) de tal 
manera que, por un lado, podían cumplir con los requisitos del discurso 
legitimador republicano y, por el otro, lograron monopolizar el uso de la 
violencia de una manera distinta que en México. Así, la «formalizacion» de 
la violencia les sirvió a algunos caudillos para aumentar el grado de inter-
mediación del poder (por lo menos en el plano discursivo) sin tener que 
abandonar el uso de la violencia para sancionar a los opositores o desobe-
dientes. Esto significa que la violencia empleada en México y en Argentina 
en la postindependencia no siempre estuvo al lado del caos y de los intere-
ses personales, sino que, al contrario, con frecuencia se recurrió a ella en 
defensa del orden y de las instituciones formales. Sin embargo, estos 
intentos crearon procedimientos a través de los cuales la violencia volvía a 
desempeñar un papel importante en ambos países en los procesos de toma 
de decisiones políticas. En México, los pronunciamientos constituían un 
método que, si bien era informal y extralegal, pasó a ser una costumbre tan 
aceptada que se estableció como un procedimiento «normal» y hasta cierto 
punto legítimo para ejercer influencia en el proceso de toma de decisiones 
a través de la amenaza de la violencia. En Argentina, al contrario, se 
aumentaron las posibilidades «formales» de emplear la violencia mediante 
facultades extraordinarias o pactos interprovinciales que, en sus intentos de 
reglamentar y limitar el uso de la violencia, entregaron al mismo tiempo 
un alto margen de maniobra a los caudillos, lo que les permitía llegar a 
decisiones autoritarias formalmente legítimas. De esta manera, el análisis 
de los procesos de toma de decisiones políticas permite entender el papel 
ambivalente –y de esta forma, duradero– de la violencia en la política de la 
época de la postindependencia en América Latina.
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